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RESOLUCIÓN OCAS-SO-18-2020-No18 
 

EL ÓRGANO COLEGIADO ACADÉMICO SUPERIOR 
 

CONSIDERANDO 
 

Que, el artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “El ejercicio de los derechos se 
regirá por los siguientes principios: (…) 2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, 
deberes y oportunidades. (…); 3. (…) Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de 
norma jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para 
negar su reconocimiento. (…); 5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y 
servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más 
favorezcan su efectiva vigencia. (…); 9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar 
los derechos garantizados en la Constitución. (…)”; 
 
Que, el artículo 26 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La educación es un derecho 
de las personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e inexcusable del Estado. Constituye un área 
prioritaria de la política pública y de la inversión estatal, garantía de la igualdad e inclusión social y condición 
indispensable para el buen vivir. Las personas, las familias y la sociedad tienen el derecho y la responsabilidad 
de participar en el proceso educativo”; 
 
Que, el artículo 27 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La educación se centrará en 
el ser humano y garantizará su desarrollo holístico, en el marco del respeto a los derechos humanos, al medio 
ambiente sustentable y a la democracia; será participativa, obligatoria, intercultural, democrática, incluyente y 
diversa, de calidad y calidez; impulsará la equidad de género, la justicia, la solidaridad y la paz; estimulará el 
sentido crítico, el arte y la cultura física, la iniciativa individual y comunitaria, y el desarrollo de competencias 
y capacidades para crear y trabajar. La educación es indispensable para el conocimiento, el ejercicio de los 
derechos y la construcción de un país soberano, y constituye un eje estratégico para el desarrollo nacional”; 
 
Que, el artículo 33 de la Constitución de la República del Ecuador determina que:” El trabajo es un derecho y 
un deber social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base de la economía. El Estado 
garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones 
y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o aceptado”;  
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las instituciones del Estado, 
sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de 
una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. (…)”; 
 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La administración pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación.”; 
 
Que, el artículo 350 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sistema de educación 
superior tiene como finalidad la formación académica y profesional con visión científica y humanista; la 
investigación científica y tecnológica; la innovación, promoción, desarrollo y difusión de los saberes y las 
culturas; la construcción de soluciones para los problemas del país, en relación con los objetivos del régimen 
de desarrollo”; 
 
Que, el artículo 351 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El sistema de educación 
superior estará articulado al sistema nacional de educación y al Plan Nacional de Desarrollo; la ley establecerá 
los mecanismos de coordinación del sistema de educación superior con la Función Ejecutiva. Este sistema 
se regirá por los principios de autonomía responsable, cogobierno, igualdad de oportunidades, calidad, 
pertinencia, integralidad, autodeterminación para la producción del pensamiento y conocimiento, en el marco 
del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción científica tecnológica global”; 
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Que, el artículo 355 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El Estado reconocerá a las 
universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con 
los objetivos del régimen de desarrollo y los principios establecidos en la Constitución. Se reconoce a las 
universidades y escuelas politécnicas el derecho a la autonomía, ejercida y comprendida de manera solidaria 
y responsable. Dicha autonomía garantiza el ejercicio de la libertad académica y el derecho a la búsqueda de 
la verdad, sin restricciones; el gobierno y gestión de sí mismas, en consonancia con los principios de 
alternancia, transparencia y los derechos políticos; y la producción de ciencia, tecnología, cultura y arte (…)”; 
 
Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “La educación superior de carácter 
humanista, cultural y científica constituye un derecho de las personas y un bien público social que, de 
conformidad con la Constitución de la República, responderá al interés público y no estará al servicio de 
intereses individuales y corporativos”. 
 
Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El derecho a la educación superior 
consiste en el ejercicio efectivo de la igualdad de oportunidades, en función de los méritos respectivos, a fin 
de acceder a una formación académica y profesional con producción de conocimiento pertinente y de 
excelencia. 
Las ciudadanas y los ciudadanos en forma individual y colectiva, las comunidades, pueblos y nacionalidades 
tienen el derecho y la responsabilidad de participar en el proceso educativo superior, a través de los 
mecanismos establecidos en la Constitución y esta Ley”; 
 
Que, el artículo 5 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Son derechos de las y los estudiantes 
los siguientes: a) Acceder, movilizarse, permanecer, egresar y titularse sin discriminación conforme sus 
méritos académicos; b) Acceder a una educación superior de calidad y pertinente, que permita iniciar una 
carrera académica y/o profesional en igualdad de oportunidades; c) Contar y acceder a los medios y recursos 
adecuados para su formación superior; garantizados por la Constitución (…)”; 
 
Que, el artículo 8 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “La educación superior tendrá los 
siguientes fines: los determinados en los literales a), b), c), d), e), f), g), h) (…)”; 
 
Que, el artículo 12 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El Sistema de Educación Superior 
se regirá por los principios de autonomía responsable, cogobierno, igualdad de oportunidades, calidad, 
pertinencia, integralidad y autodeterminación para la producción del pensamiento y conocimiento en el marco 
del diálogo de saberes, pensamiento universal y producción científica tecnológica global. 
Estos principios rigen de manera integral a las instituciones, actores, procesos, normas, recursos, y demás 
componentes del sistema, en los términos que establece esta Ley”; 
 
Que, el artículo 13 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “Son funciones del Sistema de 
Educación Superior: a) Garantizar el derecho a la educación superior mediante la docencia, la investigación 
y su vinculación con la sociedad, y asegurar crecientes niveles de calidad, excelencia académica y 
pertinencia; b) Promover la creación, desarrollo, transmisión y difusión de la ciencia, la técnica, la tecnología 
y la cultura; c) Formar académicos, científicos y profesionales responsables, éticos y solidarios, 
comprometidos con la sociedad, debidamente preparados para que sean capaces de generar y aplicar sus 
conocimientos y métodos científicos, así como la creación y promoción cultural y artística (…)”; 
 
Que, el artículo 17 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El Estado reconoce a las 
universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con 
los principios establecidos en la Constitución de la República (…)”; 
 
Que, el artículo 18 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “La autonomía responsable que 
ejercen las universidades y escuelas politécnicas consiste en: (…) e) La libertad para gestionar sus procesos 
internos (…)”; 
 
Que, el artículo 71 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El principio de igualdad de 
oportunidades consiste en garantizar a todos los actores del Sistema de Educación Superior las mismas 
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posibilidades en el acceso, permanencia, movilidad y egreso del sistema, sin discriminación de género, credo, 
orientación sexual, etnia, cultura, preferencia política, condición socioeconómica o discapacidad (…)”; 
 
Que, el artículo 93 de la Ley Orgánica de Educación Superior, determina: “El principio de calidad consiste en 
la búsqueda constante y sistemática de la excelencia, la pertinencia, producción óptima, transmisión del 
conocimiento y desarrollo del pensamiento mediante la autocrítica, la crítica externa y el mejoramiento 
permanente”; 
 
Que, la Disposición general tercera de la Ley Orgánica de Educación Superior establece que: “Los programas 
podrán ser en modalidad de estudios presencial, semipresencial, a distancia, virtual, en línea y otros. Estas 
modalidades serán autorizadas y reguladas por el Consejo de Educación Superior”;  
 

Que, el artículo 3 de la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para combatir la crisis sanitaria derivada del 
COVID-19, establece que: “ Pensiones educativas.- Los centros de desarrollo infantil, instituciones educativas 
particulares, fiscomisionales y municipales del Sistema Nacional de Educación y las instituciones del Sistema 
de Educación Superior otorgarán rebajas de hasta veinticinco por ciento (25%) a los representantes de los 
alumnos, de acuerdo a la justificación que presenten, demostrando haber perdido su empleo o de forma 
proporcional si han disminuido sus ingresos. Estas instituciones no podrán suspender, bajo ninguna forma, el 
servicio educativo, la asistencia, el registro de asistencia y evaluación a dichos alumnos”; 
 
Que, el artículo 5 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Educación Superior, establece: “De los 
estudiantes regulares de las instituciones del sistema de educación superior. - Se entiende por estudiantes 
regulares aquellos estudiantes que se matriculen en por lo menos el sesenta por ciento de todas las materias 
o créditos que permite su malla curricular en cada período, ciclo o nivel académico. Las instituciones del 
sistema de educación superior reportarán periódicamente la información de sus estudiantes en los formatos 
establecidos por la SENESCYT, la misma que formará parte del Sistema Nacional de Información de la 
Educación Superior del Ecuador, SNIESE. 
Los formatos establecidos por la SENESCYT contemplarán entre otros aspectos los siguientes: número de 
postulantes inscritos, números de estudiantes matriculados, número de créditos tomados, horas de asistencia, 
cumplimiento de las obligaciones académicas. Las instituciones de educación superior reportarán 
obligatoriamente a la SENESCYT dicha información al cierre de cada periodo de matrículas”. 
 
Que, el artículo 11 del Reglamento de Régimen Académico establece que: “Periodo académico ordinario 
(PAO). - Las IES implementarán al menos dos (2) períodos académicos ordinarios al año, de dieciséis (16) 
semanas de duración cada uno, que incluyan la evaluación, excepto la correspondiente a recuperación. Un 
periodo académico ordinario equivale a setecientas veinte (720) horas; en consecuencia, los dos períodos 
académicos ordinarios previstos a lo largo del año equivalen a mil cuatrocientas cuarenta (1.440) horas. Esto 
determinará la duración de las carreras y programas, considerando que un estudiante tiempo completo 
dedicará un promedio de cuarenta y cinco (45) horas por semana a las diferentes actividades de aprendizaje, 
indistinto de la modalidad de estudios. En ningún caso el estudiante podrá tener más de veinte (20) horas 
semanales en actividades que se realizan en contacto con el docente. Para efectos de regulación del sistema, 
el inicio de las actividades de cada período académico ordinario a nivel nacional se podrá realizar entre los 
meses de enero a mayo y de agosto a noviembre.  
Las 720 horas por PAO resultan de multiplicar 16 semanas por una dedicación de 45 horas por semana de 
un estudiante a tiempo completo; 1440 corresponden por tanto a 2 PAOs. Considerando la equivalencia 
establecida en el artículo 9 (48 horas igual a 1 crédito), significa por tanto que un PAO equivale a 15 créditos 
y 2 PAOs a 30 créditos”; 
 
Que, el artículo 30 del Código Civil del Ecuador, define a la fuerza mayor o caso fortuito como el imprevisto 
frente al cual no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos 
de autoridad ejercidos por un funcionario público, entre otros, como la presente Declaratoria de Emergencia 
Sanitaria; 
 
Que, la Norma técnica para regular el teletrabajo en el sector publico establece que:” De la aplicación a 
teletrabajo. Corresponde a las UATHs institucionales, de forma coordinada con el responsable de unidad o 
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proceso, el análisis y recomendación para la aprobación de las solicitudes de aplicación a teletrabajo. Dicha 
recomendación se conocerá por la máxima autoridad institucional o su delegado, quien podrá aceptarla o 
negarla, de conformidad con los intereses institucionales y siguiendo el procedimiento establecido en la guía 
metodológica del teletrabajo”; 
 
Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 00126 – 2020 de fecha 11 de marzo de 2020, la Ministra de Salud 
Pública, la doctora Catalina Andramuño Zeballos declaró el ESTADO DE EMERGENCIA SANITARIA EN 
ESTABLECIMIENTOS DEL SISTEMA NACIONAL DE SALUD POR EL CORONAVIRUS COVID-19, mismo 
que en su artículo 1 reza, “Declarar el Estado de Emergencia Sanitaria en todos los establecimientos del 
Sistema Nacional de Salud, en los servicios de laboratorio, unidades de epidemiología y control, ambulancias 
aéreas, servicios de médicos y paramédicos, hospitalización y consulta externa por la inminente posibilidad 
del efecto provocado por el coronavirus COVID19, y prevenir un posible contagio masivo en la población. (...)”;  
 
Que,  mediante Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2020-076 de fecha 12 de marzo de 2020, el abogado Andrés 
Vicente Madero Poveda, Ministro del Trabajo, acordó expedir las directrices para la aplicación de teletrabajo 
emergente durante la declaratoria de emergencia sanitaria, que en su artículo 3 establece,  “(...) De la 
adopción de teletrabajo emergente.- A fin de garantizar la salud de los trabajadores y servidores públicos, 
durante la emergencia sanitaria declarada; será potestad de la máxima autoridad institucional del sector 
público y/o del empleador del sector privado adoptar la implementación de emergente. (...)”;  
 
Que, el Licenciado Lenín Moreno Garcés, Presidente Constitucional de la República del Ecuador, mediante 
Decreto Ejecutivo No. 1017 de fecha 16 de marzo de 2020, en su artículo 1 dispuso: “DECLÁRASE el estado 
de excepción por calamidad pública en todo el territorio nacional, por los casos de coronavirus confirmados y 
la declaratoria de pandemia de COVID-19 por parte de la Organización Mundial de la Salud, que representan 
un alto riesgo de contagio para toda la ciudadanía y generan afectación a los derechos a la salud y convivencia 
pacífica del Estado, a fin de controlar la situación de emergencia sanitaria para garantizar los derechos de las 
personas ante la inminente presencia del virus COVID-19 en Ecuador.(...)”;  
 
Que, el artículo 6 del Decreto Ejecutivo No. 1017 de fecha 16 de marzo de 2020, dispone: “(...) Respecto del 
desarrollo de la jornada laboral, se dispone lo siguiente: a) Se SUSPENDE la jornada presencial de trabajo 
comprendida entre el 17 al 24 de marzo de 2020, para todos los trabajadores y empleados del sector público 
y del sector privado. El Comité de Operaciones de Emergencias Nacional, una vez evaluado el estado de la 
situación, podrá prorrogar los días de suspensión de la jornada presencial de trabajo. Para el efecto, los 
servidores públicos y empleados en general que su actividad lo permita, se acogerán al teletrabajo en todo el 
territorio nacional conforme el Acuerdo Ministerial Nro. MDT-2020-076, de 12 de marzo de 2020, para lo cual 
las máximas autoridades institucionales organizarán las correspondientes acciones con el fin de implementar 
la modalidad señalada en el presente artículo. b) Durante el lapso de suspensión de la jornada presencial de 
trabajo se deberá garantizar la provisión de los servicios públicos básicos, de salud, seguridad, bomberos, 
riesgos, aeropuertos, terminales aéreos, terrestres, marítimos, fluviales, bancarios, provisión de víveres, 
sectores estratégicos y otros servicios necesarios, en especial, los que ayuden a combatir la propagación del 
COV1D-19. Para el efecto, estos servicios podrán mantener la jornada laboral presencial.”;  
 
Que, el Consejo de Educación Superior, mediante Resolución RPC-SE-03-No.046-2020, en la tercera sesión 
extraordinaria del pleno del CES del 25 de marzo de 2020, resolvió expedir la “Normativa transitoria para el 
desarrollo de las actividades académicas en las Instituciones de Educación Superior, debido al estado de 
excepción decretado por la emergencia sanitaria ocasionada por la pandemia de COVID-19”; 
 
Que, el artículo 2 de la Normativa Transitoria ibídem refiere a la planificación y ejecución de los periodos 
académicos, que “Durante el tiempo de vigencia de la presente normativa, las IES podrán planificar o ejecutar 
sus períodos académicos ordinarios (PAO) extendiendo su duración, hasta por un máximo del veinticinco por 
ciento (25%) de las horas previstas en las carreras o programas aprobados por el CES. Para cumplir el plan 
de estudios aprobado, podrán también implementar periodos académicos extraordinarios.”; 
 
Que, el artículo 3 de la Normativa Transitoria ibídem refiere respecto a la organización del aprendizaje, que 
“Las IES podrán modificar las horas asignadas a los componentes de aprendizaje, definidos en las carreras 
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y programas aprobados por el CES, en las modalidades de estudio presencial, semipresencial y en línea, 
garantizando la calidad y rigurosidad académica, siempre que la materia y/o asignatura lo permita.”; 
 
Que, el artículo 4 de la Normativa Transitoria ibídem, establece que: “Las IES, para dar continuidad a las 
actividades académicas planificadas, podrán ejecutar las carreras o programas aprobados en modalidad 
presencial o semipresencial a través de otras modalidades de estudios.  
En el caso de carreras y programas que no puedan adaptarse al cambio de modalidad de estudio, las IES 
deberán establecer alternativas excepcionales para asegurar el cumplimiento del plan de estudios en su 
totalidad.”; 
 
Que, el artículo 16 de la Normativa Transitoria ibídem establece que: “En las carreras que, por la emergencia 
sanitaria sean impartidas en modalidad en línea o híbrida, las instituciones de educación superior públicas 
podrán establecer paralelos de mínimo cuarenta (40) estudiantes. En caso de no existir el referido número, 
los cursos iniciarán con el número de estudiantes matriculados”;  
 
Que, el artículo 7 del Estatuto Orgánico de la UNEMI, establece que: “La Universidad Estatal de Milagro se 
regirá por el principio de autonomía responsable, que consiste en: “5. La libertad para gestionar los procesos 
internos”;  
 
Que, el artículo 36 del Estatuto Orgánico de la UNEMI, señala: “El OCAS, tendrá los siguientes deberes y 
atribuciones: 
1. Cumplir y hacer cumplir las normas y disposiciones establecidas en la Constitución de la República, la Ley 
Orgánica de Educación Superior y su Reglamento, el Estatuto Orgánico, y demás disposiciones legales 
vigentes, para una correcta y eficiente organización y funcionamiento de la Universidad; 
 
Que, el artículo 4 del Reglamento del Órgano Colegiado Académico Superior de la Universidad Estatal de 
Milagro, establece: “(…) Son atribuciones del órgano colegiado académico superior de la Universidad Estatal 
de Milagro: a) Cumplir y hacer cumplir las normas y disposiciones constantes en la Constitución de la 
República, la Ley Orgánica de Educación Superior y su Reglamento, el Estatuto Orgánico, su Reglamento 
General y demás disposiciones legales vigentes, para una correcta y eficiente organización y funcionamiento 
de la Universidad; t) Resolver los casos no previstos en el presente Estatuto Orgánico y que se consideren 
necesarios para la buena marcha de la Institución, siempre que no se opongan a la Constitución de la 
República y las Leyes vigentes; (…)”;  
 
Que, el, artículo 22 del Reglamento del Órgano Colegiado Académico de la Universidad Estatal de Milagro, 
establece que, “El quórum para instalar una sesión se constituirá con la presencia física o a través de video 
conferencia en casos excepcionales, de más de la mitad de los integrantes con derecho a voto, y la presencia 
física o virtual obligatoria de la o el Presidente, o su subrogante.  
En el caso de no haber el quórum reglamentario para instalar las sesiones a la hora señalada en la 
convocatoria, se esperará hasta un máximo de diez (10) minutos, luego de lo cual se dejará constancia de 
este particular registrando la asistencia de los integrantes presentes y declarándose como no realizada. Se 
dará por convocada una hora después, transcurridos quince (15) minutos sin quórum, se dará por cancelada 
la sesión. Seguidamente la o el Presidente procederá a señalar nuevo día y hora en el que deba tener lugar 
la sesión correspondiente”; 
 
Que, mediante la política 8 de comunicación institucional la Universidad Estatal de Milagro a establecido que 
“La comunicación se realizará a través de los medios oficiales reconocidos por la institución, los cuales son: 
la página web institucional, correo electrónico institucional, sistemas informáticos institucionales (SGA, 
SAGEST y aula virtual) y las redes sociales institucionales”; 
 
Que, el Dr. Jorge Fabricio Guevara Viejó Rector de la UNEMI, pone a consideración de los integrantes del 
Órgano Colegiado Académico Superior, el expediente a que hace referencia respecto a la propuesta de 
reducción de costos de programas de maestría con base a la ley de apoyo humanitario vigente, para 
conocimiento, revisión, análisis y disposición pertinente; y,  
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En el ejercicio de las atribuciones que le confiere el Art. 47 de la Ley Orgánica de Educación Superior 
publicada en el Registro Oficial No 298 del 12 de octubre 2010.   

 
RESUELVE: 

 
Artículo 1.- Aprobar la propuesta presentada mediante informe técnico No. DIP-POS-DMV-015-2020, por la 
Dirección de Investigación y Posgrado, respecto a la reducción sobre el costo de los programas de maestría, 
en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley de Apoyo Humanitaria para combatir la crisis sanitaria derivada del 
COVID-19 y la Normativa transitoria para el desarrollo de actividades académicas en las Instituciones de 
Educación Superior, debido al estado de excepción decretado por la emergencia sanitaria ocasionada por la 
pandemia de COVID-19.  
 
Artículo 2.- Los estudiantes de posgrado podrán acceder al descuento del veinticinco por ciento (25%) sobre 
el costo adeudado del programa de maestría, que acrediten cualquiera de las tres condiciones y justificativos 
expuestos a continuación:  
 

a. Ha sido afectado por COVID-19 y ha incurrido en gastos de hospitalización: 
 

1. Certificado emitido por el Ministerio de Salud Pública, anexando facturas de gastos hospitalarios; y 
2. Declaración Juramentada, en el que declare bajo juramento la autenticidad de los datos, información 

y documentos consignados para acogerse al beneficio expuesto en la presente Resolución. 
 

b. Reducción o disminución de sueldo o ingresos remunerados mensualmente: 
 

1. Trabajo con relación de dependencia:  
 

- certificado emitido por Talento Humano de la institución donde labora, en el cual certifiquen la 
reducción del sueldo, anexando los últimos cinco (5) roles de pago, donde se evidencie sueldo 
anterior y sueldo con reducción aplicada, todos los documentos deben estar legalizados con su 
respectivo sello institucional. 

 
Trabajo sin relación de dependencia:  

 
- Declaración del IVA mensual o semestral; las de IVA mensual presentar todas del año 2020 y 

las de IVA semestral presentar del segundo semestre del 2019 y primer semestre del 2020; o, 
- El Registro Único de Contribuyente que evidencie que pertenece al Régimen Impositivo 

Simplificado Ecuatoriano (RISE), presentar la actualización por cambio de categoría dentro de 
las fechas de declaratoria de estado de excepción decretado por la emergencia sanitaria; y, 

  
2. Declaración Juramentada, en el que declare bajo juramento la autenticidad de los datos, información 

y documentos consignados para acogerse al beneficio expuesto en la presente Resolución. 
 

c. Ha perdido su empleo: 
 

1. Certificado de Talento Humano de la institución donde laboraba, en el cual conste la fecha de 
culminación de la relación laboral, debidamente legalizada con su respectivo sello institucional; 

2. Certificado de Afiliación del Seguro General Obligatorio; y,  
3. Declaración Juramentada, en el que declare bajo juramento la autenticidad de los datos, 

información y documentos consignados para acogerse al beneficio expuesto en la presente 
Resolución. 

 
El descuento se aplicará en todos los casos a partir de la cuota del mes de junio de 2020 establecida en su 
compromiso de pago suscrito y registrado en el sistema de gestión académica (SGA), previa aprobación por 
parte de la Dirección de Investigación y Posgrado, para lo cual se suscribirá un nuevo compromiso de pago 
con el ajuste de acuerdo al descuento que le corresponda.  
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El nuevo compromiso de pago contemplará el vencimiento obligatorio de las cuotas hasta antes de culminar 
la unidad de titulación de los beneficiarios.  
 
Artículo 3.- Las cuotas vencidas antes de junio de 2020 según los compromisos de pago suscritos, no serán 
susceptibles de descuento, pero podrán ser parte del nuevo compromiso de pago. 
 
Artículo 4.- Las nuevas cohortes de los programas de posgrados vigentes, aplicarán la reducción del 
veinticinco por ciento (25%) sobre el costo del programa de maestría aplicado en aranceles; para el efecto, el 
solicitante deberá acreditar la condición a o b, con sus respectivos justificativos, descritos en el artículo 
anterior. Se excluye en la aplicación del descuento a quienes acrediten pérdida de empleo, condición 
necesaria para poder iniciar un programa de posgrado en la institución.  
 
Artículo 5.- Para las solicitudes presentadas por los estudiantes que se beneficien de la aplicación del artículo 
2, que sus valores pendientes de pago sean menores al beneficio expuesto en la presente Resolución, el 
saldo se congelará para cursar otros estudios dentro de la institución y no será reembolsable bajo ningún 
concepto. 
 
Artículo 6.- La vigencia de la aplicación de la presente Resolución será desde el mes de junio de 2020, 
conforme a la vigencia de la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para combatir la crisis sanitaria derivada del 
COVID-19. 
 
Artículo 7.- La Dirección de Investigación Posgrado será la encargada de aprobar las solicitudes de 
descuento, de acuerdo a los parámetros dispuesto en esta Resolución. 
  
Artículo 8.- Disponer a la Dirección de Aseguramiento de la Calidad, la Dirección de Investigación y Posgrado 
y la Dirección de TIC, actualizar o diseñar en el SGA el módulo informático correspondiente para automatizar 
su implementación que permita la aplicación inmediata de la presente Resolución. 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 

Única. - La resolución entrará en vigencia a partir de su expedición, sin perjuicio de su publicación en la 
página web de la institución www.unemi.edu.ec, en el link documentos institucionales. 
 
Dado en la ciudad de San Francisco de Milagro, a los dieciocho (18) días del mes de agosto de dos mil veinte, 
en la décima octava sesión del Órgano Colegiado Académico Superior.  
 
 
 
 

Dr. Jorge Fabricio Guevara Viejo                                              Lic. Diana Pincay Cantillo 
                       RECTOR                                                            SECRETARIA GENERAL (E) 


